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adicionales, reducciones y ampliaciones, las partes 
pueden acordar otras modificaciones al contrato siempre 
que las mismas deriven de hechos sobrevinientes al 
perfeccionamiento del contrato que no sean imputables 
a alguna de las partes, permitan alcanzar su finalidad de 
manera oportuna y eficiente, y no cambien los elementos 
determinantes del objeto. Cuando la modificación implique 
la variación del precio, debe ser aprobada por el Titular de 
la Entidad.

El Reglamento establece los requisitos y formalidades 
para estas modificaciones.

Duodécima. El Tribunal de Contrataciones del Estado 
debe resguardar la predictibilidad, bajo responsabilidad. 
Para tal efecto, revisa semestralmente las resoluciones 
emitidas por las salas y emite acuerdos en Sala Plena 
mediante los cuales califican resoluciones como 
precedentes de observancia obligatoria o establece 
nuevos precedentes.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Mediante Decreto Supremo refrendado 
por el Ministro de Economía y Finanzas, se modificará el 
reglamento de la Ley Nº 30225, Ley de Contrataciones 
del Estado, en un plazo no mayor de sesenta (60) días, 
contados a partir de la publicación del presente Decreto 
Legislativo.

Segunda.- El presente Decreto Legislativo entrará 
en vigencia a los quince (15) días contados a partir de 
la publicación de las modificaciones al reglamento a que 
hace referencia la Primera Disposición Complementaria 
Final, excepto los artículos 2, 9, y literales m) y n) del 
artículo 11 que entran en vigencia a partir del día siguiente 
de publicación de la presente norma en el Diario Oficial 
El Peruano.

Tercera.- Dentro de los treinta (30) días hábiles de 
la entrada en vigencia del presente Decreto Legislativo, 
mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas, se promulgará el Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 30225, Ley de Contrataciones del 
Estado.

Cuarta.- Culminado el proceso de reestructuración del 
Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 
(OSCE) por excepción y mediante Decreto Supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas se 
podrán adecuar las funciones del OSCE y del Tribunal de 
Contrataciones del Estado establecidas en los artículos 
52 y 59 de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del 
Estado.

Quinta.- Los impedimentos señalados en los 
numerales m) y n) del artículo 11 de la Ley N° 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado son de aplicación a 
los procesos y modalidades comprendidos en el Decreto 
Legislativo 1224, Decreto Legislativo del Marco de 
Promoción de la Inversión Privada mediante Asociaciones 
Público Privadas y Proyectos en Activos, y a los proyectos 
bajo el ámbito de la Ley N° 29230, Ley que Impulsa la 
Inversión Pública Regional y Local con Participación del 
Sector Privado.

Sexta.- La preparación y desarrollo de los XVIII 
Juegos Panamericanos del 2019 y Sextos Juegos 
Parapanamericanos del 2019, se sujeta a las disposiciones 
del Decreto Legislativo N° 1248.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modifíquese el numeral 4.3 del artículo 4° 
del Decreto Legislativo N° 1252, Decreto Legislativo que 
crea el Sistema Nacional de Programación Multianual y 
Gestión de Inversiones y deroga la Ley N° 27293, Ley del 
Sistema Nacional de Inversión Pública, con el siguiente 
texto:

“4.3 Únicamente podrá asignarse recursos e iniciarse 
la fase de Ejecución de las inversiones consideradas en 
el programa multianual de inversiones correspondiente. 
En lo referente a las inversiones de optimización, de 
ampliación marginal, de reposición y de rehabilitación que 
no constituyen proyecto, el registro se realizará de forma 
agregada y simplificada en la programación multianual 
para la aplicación del presente numeral, conforme a los 

criterios que se establecen en el reglamento del presente 
Decreto Legislativo”.

Segunda.- Incorpórase el segundo párrafo de la 
Octava Disposición Complementaria Final del Decreto 
Legislativo N° 1252, Decreto Legislativo que crea el 
Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión 
de Inversiones y deroga la Ley N° 27293, Ley del Sistema 
Nacional de Inversión Pública, con el siguiente texto:

“OCTAVA.-Proyectos de inversión de emergencia
(...)
En tanto la Dirección General de Programación 

Multianual de Inversiones del Ministerio de Economía y 
Finanzas, apruebe el procedimiento a que se refiere el 
primer párrafo de la presente Disposición, los Proyectos de 
Inversión Pública de Emergencia por desastres o peligro 
inminente de éstos en el marco del Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD), continuarán 
rigiéndose por el procedimiento simplificado para determinar 
su elegibilidad, previsto en la Directiva N° 002-2015-
EF/63.01, aprobada por Resolución Directoral N° 009-2015-
EF/63.01, en lo que resulte aplicable, sin perjuicio de las 
modificaciones que la Dirección General de Inversión Pública 
del Ministerio de Economía y Finanzas le pudiera realizar 
de resultar necesario. Los Proyectos de Inversión Pública 
de Emergencias ante la ocurrencia de desastres o peligro 
inminente antes referidos, se encuentran exceptuados de la 
declaración de viabilidad en el marco del Sistema Nacional 
de Inversión Pública, siendo un requisito previo para su 
ejecución el cumplimiento del procedimiento simplificado 
antes señalado, así como su aprobación mediante su 
declaración de elegibilidad.“

Tercera.- Dispóngase que el Fondo para Intervenciones 
ante la Ocurrencia de Desastres Naturales, creado 
mediante el artículo 4 de la Ley N° 30458, Ley que Regula 
Diversas Medidas para Financiar la Ejecución de Proyectos 
de Inversión Pública en Apoyo de Gobiernos Regionales y 
Locales, los Juegos Panamericanos y Parapanamericanos 
y la ocurrencia de Desastres Naturales, financie 
adicionalmente reforzamientos de servicios públicos 
esenciales correspondientes a los sectores salud, 
educación y saneamiento, así como intervenciones ante la 
ocurrencia de fenómenos antrópicos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Única.- Los procedimientos de selección iniciados 
antes de la entrada en vigencia del presente Decreto 
Legislativo, se rigen por las normas vigentes al momento 
de su convocatoria.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días 
del mes de enero del año dos mil diecisiete.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

ALFREDO THORNE VETTER
Ministro de Economía y Finanzas

1471548-1

decreto legislativo
nº 1342

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO: 

Que, mediante Ley N° 30506, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de reactivación económica y formalización, seguridad 
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ciudadana, lucha contra la corrupción, agua y saneamiento 
y reorganización de Petroperú S.A., el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
término de noventa (90) días calendarios, la facultad de 
legislar en materia de lucha contra la corrupción; 

Que, en este sentido, el literal h) del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley N° 30506 autoriza al Poder Ejecutivo 
a dictar medidas para la optimización de servicios en 
las entidades públicas del Estado, coadyuvando al 
fortalecimiento institucional y la calidad en el servicio 
al ciudadano; así también, en el literal b) del numeral 3 
del artículo 2 del citado dispositivo legal, se establece la 
facultad de legislar en materia de lucha contra la corrupción 
a fin de facilitar la participación de la ciudadanía mediante 
mecanismos que permitan la oportuna y eficaz recepción 
de denuncias sobre actos de corrupción;

Que, el artículo 139, inciso 4, de la Constitución Política 
de 1993 establece como principio y derecho de la función 
jurisdiccional la publicidad en los procesos, salvo disposición 
contraria de la ley. Los procesos judiciales por responsabilidad 
de funcionarios públicos y por los delitos cometidos por medio 
de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales 
garantizados por la Constitución son siempre públicos; 
asimismo, el inciso 20 establece el derecho de toda persona 
de formular análisis y críticas de las resoluciones y sentencias 
judiciales, con las limitaciones de ley;

Que, el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial establece en su artículo 10 el principio de 
publicidad y el derecho de análisis y critica de las decisiones 
judiciales señalando que toda actuación judicial es pública, 
con las excepciones que la Constitución y las leyes autorizan;

De conformidad con lo establecido en el literal h) del 
numeral 1, así como el literal b) del numeral 3, ambos 
del artículo 2 de la Ley N° 30506 y el artículo 104 de la 
Constitución Política del Perú; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y, 
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República; 
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente: 

DECRETO LEGISLATIVO QUE PROMUEVE LA 
TRANSPARENCIA Y EL DERECHO DE ACCESO 

DE LA CIUDADANÍA AL CONTENIDO DE LAS 
DECISIONES JURISDICCIONALES

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto facilitar 

el acceso al contenido de las decisiones jurisdiccionales 
en todos los niveles, en el ámbito nacional.

Artículo 2.- Transparencia como política pública
La transparencia jurisdiccional es una política pública, 

en cuyo marco se crean las condiciones para desarrollar y 
mantener los medios tecnológicos que permitan la publicación 
periódica, actualizada, oportuna y asequible de las decisiones 
de cada autoridad jurisdiccional debidamente sistematizadas.

Artículo 3.- Derecho de acceso al contenido de las 
resoluciones de las instituciones de administración 
de justicia

En el marco de los derechos garantizados en la 
Constitución, las personas tienen, frente a las instituciones 
de administración de justicia, los derechos a:

3.1. Conocer el contenido de las resoluciones en 
todas las instancias y en todo tipo de procesos, con 
las limitaciones establecidas en el presente Decreto 
Legislativo y sus normas reglamentarias.

3.2. Que los órganos judiciales resuelvan las 
peticiones, atendiendo a la prioridad y la urgencia que su 
naturaleza exija.

3.3. Que las decisiones jurisdiccionales sean 
accesibles y comprensibles.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
participa en la difusión y promoción de estos derechos, 
en coordinación con las instituciones vinculadas a la 
administración de justicia a nivel nacional.

Artículo 4.- Lenguaje y acceso a la justicia

4.1. Las instituciones del sistema de justicia tienen el deber 
de atender y emitir sus decisiones en el idioma en el que se 

expresa originariamente la persona usuaria del servicio. En 
las localidades en las que la población mayoritaria hable 
una lengua originaria, los puestos para cubrir las plazas de 
Juzgados, Fiscalías y la Policía Nacional del Perú, así como 
del personal administrativo que labora en las instituciones 
de la administración de justicia deben, preferentemente, ser 
ocupadas por personas que conocen y pueden comunicarse 
en el idioma de la población de la localidad.

4.2. Los operadores del sistema de justicia evitarán 
usar términos en latín o cualquier otro arcaísmo que 
dificulte la comprensión de las expresiones y términos 
legales que contiene sus actos o resoluciones.

Artículo 5.- De la publicidad de la Información 
Jurisdiccional

5.1 Las entidades que conforman el sistema de 
administración de justicia, desarrollan una plataforma de 
soporte tecnológico para la publicidad de las resoluciones 
judiciales con la finalidad de facilitar a la ciudadanía 
el acceso en forma sencilla a todas y cada una de las 
decisiones jurisdiccionales de los jueces o tribunales a 
nivel nacional.

5.2 La plataforma tecnológica facilita la coordinación 
interinstitucional entre el Poder Judicial, el Consejo 
Nacional de la Magistratura, y el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, atendiendo a lo siguiente:

a) Cada órgano jurisdiccional unipersonal o 
colegiado de todas las instancias a nivel nacional 
publica sus resoluciones en la plataforma tecnológica. 
Es responsabilidad de cada Juzgado y del Presidente/ta 
de la Sala Suprema o Superior registrar cada una de las 
resoluciones que se emitan. 

b) El Consejo Nacional de la Magistratura, en 
coordinación con el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, 
supervisa la publicación de las resoluciones y su fácil 
acceso por la ciudadanía.

c) El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
difunde la información producida por las instituciones 
responsables de registrar la información.

5.3. El funcionamiento de la plataforma y la periodicidad 
del registro de la información se establecen en las normas 
reglamentarias.

Artículo 6.- Protección de datos personales y otros 
derechos 

6.1. El suministro de información y la gestión integral 
de la plataforma tecnológica se realiza de conformidad 
con las normas sobre protección de datos personales, en 
especial, aquellas referidas a la protección de la identidad 
de niñas, niños y adolescentes y las referidas a la 
protección de identidad de víctimas de violencia; así como 
de conformidad con la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública.

6.2. Cuando sea necesario para la protección de la 
intimidad o la reserva del proceso judicial, en la publicación 
de las resoluciones judiciales se omitirá consignar el nombre 
de quienes intervienen en calidad de partes en el proceso 
judicial, en especial de la parte agraviada y las víctimas.

6.3. Corresponde al Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos y al Poder Judicial dictar los lineamientos y 
directivas para hacer compatibles la transparencia y el 
acceso de la ciudadanía a las decisiones judiciales, con 
los demás derechos involucrados o que pudieran verse 
afectados en el marco de la aplicación de la presente Ley.

Artículo 7.- Publicidad de las decisiones de los 
órganos de control del Poder Judicial y Ministerio 
Público

La Oficina de Control de la Magistratura del Poder 
Judicial y la Fiscalía Suprema de Control Interno del 
Ministerio Público, así como las oficinas desconcentradas 
de control de estas instituciones a nivel nacional, publican 
sus decisiones de forma adecuada.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Financiamiento
La implementación del presente Decreto Legislativo 

se financia con cargo al presupuesto institucional de 
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las entidades involucradas, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

Segunda.- Promoción y difusión
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos es el 

encargado de promocionar y difundir los alcances de la 
presente Ley a nivel nacional.

Tercera.- Reportes de la Jurisprudencia
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 

en coordinación con el Poder Judicial, publica 
periódicamente los Reportes de Jurisprudencia que 
recogen las líneas jurisprudenciales más relevantes 
tanto a nivel de la Corte Suprema, como a nivel de las 
Cortes Superiores del país, entre otras. La publicación 
también se consigna en el Sistema Peruano de 
Información Jurídica (SPIJ).

Cuarta.- Publicación del sentido de la decisión del 
Colegiado

El Presidente de Sala Suprema o Superior del Poder 
Judicial dispone la publicación del sentido de la decisión 
el mismo día en que la causa ha sido deliberada y votada. 
La publicación se realiza a través del Relator o Secretario 
del órgano colegiado, según corresponda, en el portal 
institucional del Poder Judicial. Asimismo, se notifica a las 
partes de acuerdo a las normas sobre la materia.

 
Quinta.- Modificación de la Tercera Disposición 

Complementaria Final de la Ley N° 30077, Ley Contra 
el Crimen Organizado

“Tercera. Competencia de los juzgados penales 
nacionales y de la Sala Penal Nacional y de la 
competencia de los órganos del Sistema Nacional 
Anticorrupción 

La Sala Penal Nacional y los juzgados penales 
nacionales tienen competencia objetiva, funcional y 
territorial para conocer los procesos penales por los delitos 
graves cometidos por una organización criminal, siempre 
que el delito o sus efectos tengan repercusión nacional 
o internacional, dando lugar a un proceso complejo. La 
competencia de los referidos órganos jurisdiccionales 
queda sujeta a la verificación de la concurrencia de todos 
estos requisitos. 

El Sistema Nacional Anticorrupción, está compuesto 
por los Juzgados Especializados y Salas Especializadas 
Anticorrupción con competencia nacional, además de los 
Juzgados y Salas Especializadas en la materia de cada 
Distrito Judicial del país.

Las Salas y Juzgados Especializados Anticorrupción 
con competencia nacional, conocen los procesos 
penales por los delitos previstos en el numeral 18 del 
artículo 3 de la presente Ley, cometidos en el marco de 
una organización criminal, siempre que el delito o sus 
efectos tengan repercusión nacional o internacional, 
o den lugar a un proceso complejo, debiendo de 
verificarse la concurrencia de dichas circunstancias; en 
todos los demás casos asumirá competencia las Salas 
y Juzgados Especializados Anticorrupción de cada 
Distrito Judicial.

Los párrafos segundo y tercero de la presente norma, 
entrarán en vigencia conjuntamente con el Decreto 
Legislativo N° 1307.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días 
del mes de enero del año dos mil diecisiete.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA SOLEDAD PÉREZ TELLO
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1471548-2

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1343

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30506 el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar, entre otras, en materia de seguridad ciudadana; 
en un plazo de noventa (90) días;

Que, en el literal b) del numeral 2 del artículo 2 de 
la citada Ley se faculta al Poder Ejecutivo para declarar 
en emergencia y reestructurar el Sistema Nacional 
Penitenciario en lo que respecta a su organización, 
infraestructura y administración, incluyendo revisar el 
marco normativo para la inversión en infraestructura, 
administración, tratamiento y seguridad penitenciaria; 
reestructurar la política penitenciaria; optimizar 
procedimientos de extradición y traslado de condenados; 
modificar normas respecto al tratamiento del adolescente 
en conflicto con la Ley Penal y mecanismos alternativos 
para el cumplimiento de las penas en general;

Que, el inciso 22 del artículo 139 de la Constitución 
Política del Perú establece que son objetivos del 
régimen penitenciario la reeducación, rehabilitación y 
reincorporación del penado a la sociedad;

Que, en la actualidad el tratamiento en los 
establecimientos penitenciarios y de medio libre no 
contribuyen con la reinserción socio-laboral de la 
población penitenciaria, debido entre otros factores, 
al mínimo fomento de actividades productivas, la 
escasa capacitación, la ausencia de mecanismos 
de comercialización de productos, el hacinamiento 
y la inexistencia de herramientas que coadyuven en 
el tratamiento post penitenciario; lo que trae como 
consecuencia que más de la mitad de la población 
penitenciaria no trabaje ni estudie, propiciando el 
incremento del índice de reincidencia delictiva y se ponga 
en riesgo a la seguridad ciudadana;

Que, el desarrollo de actividades productivas a través 
del trabajo penitenciario forma parte del tratamiento, con 
el fin de reeducarlo, rehabilitarlo y reincorporarlo a la 
sociedad, y evitar la reincidencia en el delito; 

Que, en ese sentido, es necesario aprobar el Decreto 
Legislativo para la Promoción e Implementación de Talleres 
Productivos en los Establecimientos Penitenciarios y de 
Medio Libre; a fin de fortalecer el tratamiento penitenciario 
y post penitenciario, a través del desarrollo de actividades 
productivas con participación del sector público, privado y 
la sociedad civil; 

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú.

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto Legislativo PARA LA PROMOCIÓN 
E IMPLEMENTACIÓN DE CÁRCELES PRODUCTIVAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-  Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene como objeto regular 

y fortalecer el tratamiento penitenciario y post penitenciario, 
a través de la promoción y desarrollo de actividades 
productivas que permitan lograr la reinserción laboral y 
contribuir a la resocialización de la población penitenciaria.

Artículo 2.-  Alcance

2.1 El presente Decreto Legislativo es de aplicación a 
las personas naturales y jurídicas, entidades públicas de los 
tres niveles de gobierno, organismos constitucionalmente 
autónomos, entidades del sector privado, entidades 
religiosas, organismos no gubernamentales, entre otros; que 
intervienen en las actividades de tratamiento que realiza el 
Instituto Nacional Penitenciario, en adelante INPE.

2.2 Están exceptuados del marco del presente Decreto 
Legislativo, los trabajos derivados de la imposición y 


